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C. 89.292 "Municipalidad de Ensenada contra Provincia de Buenos Aires (Ente Administrador Zona Franca). Apremio"

/// Plata,       de               de 2008.


AUTOS Y VISTO:


1. La Provincia de Buenos Aires, en su rol de ejecutada, interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley contra la sentencia de alzada que había rechazado la excepción que opusiera y hecho lugar a la demanda ejecutiva (v. fs. 172/181 y 166/168).


Luego de abierta la queja (v. fs. 244) por la denegatoria de aquel recurso, esta Corte, al dictar sentencia,hizo lugar al mismo y mantuvo la de primera instancia que había rechazado la ejecución (v. fs. 247/254).


Esa sentencia sólo fue notificada al recurrente porque la municipalidad actora no se presentó durante la tramitación de la causa ante esta instancia, ni ratificó el domicilio que tenía constituido en las instancias ordinarias (art. 280, C.P.C.C.).


2. Dictada la providencia por devueltos (fs. 260), a fs. 267 se presentan los apoderados de la actora y se notifican personalmente de la sentencia dictada por esta Corte (con fecha 10-VI-2008). A fs. 269/287, con fecha 26 de junio de 2008 (v. cargo de fs. 287 vta.). interponen recurso extraordinario federal ante el juzgado de primera instancia interviniente.


La causa fue recibida en esta Corte el 18 de julio del corriente año (v. cargo fs. 290 vta.).


El señor Juez doctor Hitters dijo:

Expresé al votar la causa C. 91.343 (sent. del 31-X-2007), con las adecuaciones que el caso requiere, y lo reiteré recientemente al pronunciarme en la causa C. 91.518 (resol. del 13-VIII-2008), que surge sin requilorios de la interpretación armónica de los arts. 124, 254 y 261 del Código Procesal Civil y Comercial que los escritos deben ser presentados en el ámbito pertinente, bajo apercibimiento de considerarlos inválidos (art. 124, ap. 2, Cód. cit.).


Parece de Perogrullo poner de relieve que el ap. 2 del art. 124 del Código de procederes civiles bonaerense dice que los escritos sólo podrían ser entregados "válidamente" en la Secretaría que corresponda.


A su vez el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación edicta, refiriéndose a la forma plazo y trámite del recurso extraordinario federal, que deberá ser interpuesto ante el juez, tribunal u organismo que dictó la resolución que lo motiva.


Por lo dicho no veo motivo para apartarme de la tradicional doctrina de este Tribunal, sobre la base de "ablandar" las formas. Con esa tonalidad podría decirse que en lugar de 10 días para anejar la expresión de agravios u otro escrito judicial, hay 12 o 20.


No quiero incurrir en exceso de ritual, por el contrario deseo acatar las normas que disciplinan el andar del proceso, que están implantadas sobre la base del postulado de la seguridad jurídica ‑previsibilidad‑ para darle certeza al derecho (López de Oñate, Flavio, "La certeza en el derecho"; EJEM, p. 578 y siguientes). La modificación de leyes es para el legislador y no para los jueces que debemos acatarlas.


Comparto en este sentido la opinión de Morello quien, al propugnar un uso moderado de la figura del exceso ritual que la misma "debe ser aplicada con ponderada prudencia a fin de evitar la desnaturalización de los propósitos que la sustentan" ("Recursos Extraordinarios", 2da. ed. Hammurabi, p. 542), ya que ella "no sirve para ‘todo’ ni se [la] puede hacer jugar como un comodín facilitador del acceso" (autor cit. "Estudios de Derecho Procesal", La Plata, LEP, t. II, págs. 782/3).


Tal lo decidido por esta Corte, por mayoría, en las sentencias dictadas en causas Ac. 35.064 (sent. del 22‑X‑1985, "Acuerdos y Sentencias", 1985‑III‑217); Ac. 37.524 (sent. del 18‑VIII‑1987; "Acuerdos y Sentencias", 1987‑III‑319); Ac. 49.451 (sent. del 14‑III‑1995, "Acuerdos y Sentencias", 1995‑I‑310); Ac. 51.280 (sent. del 11‑IV‑1995; "Acuerdos y Sentencias", 1995‑III‑317). Y también, aunque sin expresar voces disonantes, en las resoluciones dictadas en las causas Ac. 58.203 (del 20‑XII‑1994); Ac. 62.575 (del 2‑IV‑1996); Ac. 78.494 (del 21‑VI‑2000); Ac. 84.204 (del 14‑VIII‑2002); Ac. 81.224 (del 2‑V‑2001); Ac. 86.799 (del 18‑XII‑2002).


Todas estas decisiones reconocen como fuente inmediata las sentencias recaídas en las causas Ac. 22.126 ("Tesler", del 16‑VIII‑1977, "Acuerdos y Sentencias", 1977‑II‑819) y Ac. 29.822 ("D.C.", del 23‑VI‑1981; "Acuerdos y Sentencias", 1981‑II‑226) en las que la consideración del exceso ritual manifiesto no le pasó inadvertida a quienes se pronunciaron en tal sentido.


Es que el aludido concepto no puede ser entendido como una doctrina abierta, que permita sustituir a los principios de orden procesal, que tienen también su razón de ser al fijar pautas de orden y seguridad recíprocas (conf. Ac. 42.863, sent. del 22‑V‑1990; Ac. 44.127, sent. del 14‑VIII‑1990, "Acuerdos y Sentencias", 1990‑II‑898; Ac. 43.443, sent. del 21‑V‑1991, "Acuerdos y Sentencias", 1991‑I‑771; Ac. 46.440, sent. del 15‑IX‑1992, "Acuerdos y Sentencias", 1992‑III‑398; Ac. 48.764, sent. del 17‑VIII‑1993; Ac. 56.306, sent. del 12‑IX‑1995, "Acuerdos y Sentencias", 1995‑III‑545; Ac. 51.158, sent. del 14-VI-1996; Ac. 56.923, sent. del 10‑VI‑1997, "Acuerdos y Sentencias", 1997‑II, 1052), pues sólo cabe acudir a aquel principio en situaciones precisas, debiendo evitarse incurrir en el "exceso del exceso ritual manifiesto", abriendo paso así a la anarquía procesal (conf. Ac. 44.127, sent. del 14‑VIII‑1990, "Acuerdos y Sentencias", 1990‑II‑898, Ac. 46.285, sent. del 2‑VII‑1991, "Acuerdos y Sentencias", 1991‑II‑385.


En ocasión anterior pude decir que la vertiente del exceso ritual manifiesto reconoce el poder‑deber de los jueces de valorar la diligencia procesal de las partes, y de mantener la igualdad en la defensa de los derechos de los litigantes (mi voto en Ac. 57.181, sent. del 25‑III‑1997, "Acuerdos y Sentencias", 1997‑I‑576; v. asimismo, Ac. 60.772, sent. del 2‑VI‑1998). Y si bien debe preservarse el principio rector sentado por el art. 18 de la Constitución nacional, no tiene que soslayarse que el postulado constitucional de defensa en juicio no cubre comportamientos negligentes (conf. Ac. 34.407, sent. del 3‑XII‑1985, "Acuerdos y Sentencias", 1985‑III‑594; Ac. 40.286, sent. del 18‑X‑1988, "Acuerdos y Sentencias", 1988‑IV‑32; Ac. 42.270, sent. del 15‑V‑1990; Ac. 46.640, sent. del 27‑IV‑1993; Ac. 52.424, sent. del 15‑III‑1994, "Acuerdos y Sentencias", 1994‑I‑300; Ac. 45.494, sent. del 10‑III‑1998; Ac. 75.908, sent. del 3‑X‑2001, entre otros).


3. Así por ejemplo como el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece con precisión no sólo cuál es el plazo para interponer la apelación extraordinaria, sino también dónde debe ser presentada; el art. 124 tanto de ese código como de su par provincial edictan, con la misma claridad y manteniendo la coherencia, que el escrito judicial sólo podrá ser válidamente entregado en la secretaría que corresponda.


Del juego de estas normas resulta el cuándo y el dónde de la presentación de escritos y, salvo casos de excepción, deben ser aplicadas con el alcance que surge de las mismas porque al intérprete de la ley no puede acordársele el poder de variar el contenido mismo del texto legal interpretado, al grado de prescindir de él, pues la exégesis de la ley no es un caucho tan elástico, y la técnica interpretativa no es de una flexibilidad tal que a fuerza de tirar sobre el texto se llegue a solucionar el caso en infracción a una norma (conf. Ac. 41.480, sent. del 4‑VII‑1989, "Acuerdos y Sentencias", 1989‑II‑613; Ac. 51.058, sent. del 13‑XII‑1994, "Acuerdos y Sentencias", 1994-IV, 426; Ac. 68.652, sent. del 31‑VIII‑1999; Ac. 78.032, sent. del 19‑II‑2002).


De acuerdo a lo que llevo dicho, el escrito que porta el recurso extraordinario federal, al arribar a esta Suprema Corte vencido el plazo previsto en el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación (comp. cargos de fs. 563 vta. y 566), debe ser denegado por extemporáneo, declaración que corresponde efectuar in limine.


Los señores Jueces doctores Negri y Pettigiani dijeron:


No existe discusión respecto del hecho que el recurso extraordinario federal de 269/287, fue presentado oportunamente el día 26 de junio de 2008 según reza el cargo de fs. 287 vta., esto es, dentro del plazo previsto por el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


Sólo que medió equivocación respecto de la secretaría: este escrito es introducido en la del juzgado de primera instancia interviniente en lugar de hacérselo ante esta Suprema Corte.


Constatada esta circunstancia, se lo eleva el día 14 de julio de 2008 (fs. 289), recibiéndoselo en la Secretaría Civil y Comercial el día 18 de julio del corriente año (fs. 290 vta.).


Entendemos, como reiteramos en C. 91.518 ya citada, que debe prevalecer el derecho de defensa por sobre el exceso de rigor formal.


Si bien es cierto que ateniéndonos a una interpretación literal del art. 124 del digesto ritual civil, el escrito debe ser presentado en la "secretaría que corresponda" y que ‑en este caso‑ se trataba de esta Suprema Corte y no de la del juzgado de origen y también que ‑en el presente proceso‑ la pieza de expresión de agravios llega al ámbito correcto una vez fenecido con holgura el plazo para cumplir con esa carga, no lo es menos que la hermenéutica de las normas actuadas no es la que se ajusta a la naturaleza del acto teniendo en cuenta las circunstancias de la causa.


Éstas determinan reafirmar lo que expresamos en la citada causa C. 91.343. En efecto, las particularidades de autos son que el recurrente dejó el recurso extraordinario federal en el juzgado interviniente de primera instancia conjuntamente con las presentes actuaciones. Circunstancia tal que evidencia que se ha incurrido en un error de hecho inculpable (art. 929 del Cód. Civ.) y no en desconocimiento jurídico de lo preceptuado por el art. 124 del digesto adjetivo (art. 923 del Cód. Civ.). Antes bien, tal situación la aleja del presupuesto fáctico de actuación de la norma procesal antes señalada.


Tales aspectos reseñados nos llevan a reiterar conceptos vertidos anteriormente que consolidan la vigencia de los derechos sustanciales ante el apego excesivo a las formas rituales.


Así, en la causa Ac. 60.772 (sent. del 2‑VI‑1998) se sostuvo que, según tiene dicho esta Corte, el proceso civil no puede ser conducido en términos estrictamente formales. No se trata del cumplimiento de ritos caprichosos, sino del desarrollo de procedimientos destinados al establecimiento de la verdad jurídica objetiva (conf. causa Ac. 55.043, del 15‑VIII‑1995).


También se dijo que los recaudos procesales tienen por fin cuidar ciertas exigencias de orden externo, pero no para que los derechos se vean vulnerados sino ‑por el contrario‑ para que su realización resulte en todos los casos favorecida. De otro modo, ese orden deviene en ritualismo, es decir, en una forma vacía de contenido ético, y no pudiendo perderse de vista que el derecho no es una forma: es un contenido (conf. causa Ac. 49.561, sent. del 31‑V‑1994, voto del doctor Negri).


Igualmente tiene decidido este Tribunal que la causal de excesivo rigorismo no supone soslayar en modo alguno el riguroso cumplimiento de las normas adjetivas, sino que pretende contemplar la desnaturalización de su uso en desmedro de la garantía de la defensa en juicio, en los supuestos en que la incorrecta aplicación de un precepto de tal índole venga a frustrar el derecho de fondo en juego (conf. causa Ac. 57.181, del 25-III-1997, voto del doctor Hitters).


Y ello es lo que ‑a nuestro ver‑ ocurre en la especie.


El escrito de marras ha sido presentado en tiempo oportuno. Ello no se discute. El letrado de la parte recurrente ha cumplido la carga en ese aspecto. Sólo que lo hizo en el ámbito incorrecto. Como se dijo en la causa Ac. 46.930 citada, diré que "argumentar su ineficacia por el solo hecho del error material incurrido y privar a una parte de la posibilidad de un recurso de apelación útil frente a una sentencia que entiende la perjudica, me parece que sería llevar la norma procesal del art. 124 del Código Procesal Civil y Comercial a un resultado que diverge de su contenido tuitivo de los derechos y que, por eso mismo, se volvería ritual".


Tengo en cuenta ‑además de la circunstancia de la oportuna introducción en el proceso‑ que ese escrito fue presentado en la secretaría equivocada el 22 de abril de 2008, esto es, antes de que se le notificara la providencia por devueltos (art. 135 inc. 6, C.P.C.C.).


Así, considerando el cumplimiento en tiempo debido de la carga de marras, la demora en remitir el escrito por parte del juzgado de origen y la falta de todo agravio de la contraria importa una interpretación antifuncional y ‑por ello‑ violatoria de las mandas aludidas, cayéndose en un mero ritualismo y desnaturalizándose el verdadero sentido que tienen las normas procesales, con lesión de derechos amparados en nuestra Carta Magna (arts. 18, Const. nac., 10 y 15, Const. prov.).


Corresponde darle el trámite correspondiente al recurso extraordinario federal presentado a fs. 561/563.


La señora Jueza doctora Kogan dijo:


Ha resuelto esta Corte reiteradamente, por mayoría, que carecen de eficacia los escritos que no han sido presentados en la Secretaría que corresponde (art. 124, C.P.C.C.; conf. Ac. 35.064, sent. del 22‑X‑1985 en "Acuerdos y Sentencias", 1985‑III‑217; Ac. 37.524, sent. del 18‑VIII‑1987 en "Acuerdos y Sentencias", 1987‑III‑319; Ac. 49.451, sent. del 14‑III‑1995 en "Acuerdos y Sentencias", 1995‑I‑310; C. 91.518, resol. del 13-VIII-2008).


También tiene dicho que el principio constitucional de defensa en juicio no ampara comportamientos negligentes (conf. Ac. 34.407, sent. del 3‑XII‑1985 en "Acuerdos y Sentencias", 1985‑III‑594; Ac. 34.661, sent. del 3‑VI‑1986 en "Acuerdos y Sentencias", 1986‑I‑698; Ac. 40.286, sent. del 18‑X‑1988 en "Acuerdos y Sentencias", 1988‑IV‑32; Ac. 42.270, sent. del 15‑V‑1990; Ac. 44.270, sent. del 16‑VII‑1991 en "Acuerdos y Sentencias", 1991‑II‑478; Ac. 46.640, sent. del 27‑IV‑1993; Ac. 52.424, sent. del 15‑III‑1994 en "Acuerdos y Sentencias", 1994‑I‑300; Ac. 51.280, sent. del 11‑IV‑1995 en "Acuerdos y Sentencias", 1995‑II‑15; Ac. 45.494, sent. del 10‑III‑1998; Ac. 75.908, sent. del 3‑X‑2001; Ac. 81.061, sent. del 4‑XII‑2002).


Adhiero a la propuesta decisoria del doctor Hitters.


El señor Juez doctor Soria, dijo:


1. Coincido con mis distinguidos colegas doctores Hitters y Kogan en la solución que proponen. Veamos.


Esta Corte en numerosos precedentes ha resuelto que la presentación de escritos fuera del tribunal o secretaría que correspondiere carece de eficacia (conf. Ac. 46.930, sent. de 28‑III‑1995, Ac. 49.451, sent. de 14‑III‑1995; Ac. 78.494, sent. de 21‑VI‑2000; Ac. 84.204, sent. de 14‑VIII‑2002; Ac. 86.799, sent. de 18‑XII‑2002; Ac. 90.241, sent. de 13‑X‑2004; C. 91.518, resol. del 13-VIII-2008), criterio cuya aplicación al caso encuentra fundamento normativo en lo establecido por los arts. 124, del Código Procesal Civil y Comercial y 257 del de Nación.


b. De otro lado, en la especie no concurren circunstancias excepcionales que permitan apartarse de la doctrina jurisprudencial vigente sobre la materia. 


En líneas generales, el error se reputa excusable cuando concurren razones o motivos suficientes para justificar el modo de obrar. Pero la conducta errónea no puede inhibir las consecuencias adversas para su autor, que surgen del ordenamiento aplicable, cuando el desacierto es producto de su propia negligencia (doct. art. 929, C.C.). En el sub lite, esto es lo que ha acontecido.


2. Por ello, adhiriendo al voto formulado por mis colegas doctores Kogan e Hitters, acompaño la solución que allí se propicia.


El señor Juez doctor Genoud, dijo:


Adhiero a los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria.


POR ELLO, por mayoría, se declara extemporánea la presentación del recurso extraordinario federal y, en consecuencia, se lo deniega.


Regístrese y notifíquese.

JUAN CARLOS HITTERS

          LUIS ESTEBAN GENOUD                                                        HÉCTOR NEGRI

                 HILDA KOGAN                                                       EDUARDO JULIO PETTIGIANI

DANIEL FERNANDO SORIA
ADOLFO ABDON BRAVO ALMONACID
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